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VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE LA HARINA DE FRIJOL 

DESHIDRATADA DEBE TRIBUTAR CONFORME A LA TASA GENERAL DEL 16%, 

EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1o., FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO, AL UBICARSE EN LA HIPÓTESIS DE CAUSACIÓN PREVISTA EN EL 

NUMERAL 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), ÚLTIMO PÁRRAFO, DE DICHA 

LEGISLACIÓN. 

 

La tasa del 0% establecida en el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto 

al Valor Agregado, es aplicable a la enajenación de productos "destinados exclusivamente a 

la alimentación". Asimismo, el último párrafo de dicha fracción señala que se aplicará la tasa 

del 16% a la enajenación de los alimentos a que se refiere la misma fracción, cuando estén 

"preparados para su consumo" en el lugar o establecimiento en que se enajenen. Ahora bien, 

la harina de frijol deshidratada es un producto destinado exclusivamente a la alimentación, 

al ser apto para consumo humano, pues en este caso únicamente tendrían que seguirse las 

instrucciones marcadas en el envase relativo; sin embargo, es el resultado de un proceso de 

preparación o industrialización que transformó sus componentes en un producto distinto, que 

adicionalmente está preparado para su consumo. Por tanto, su enajenación debe tributar 

conforme al artículo 1o., fracción I, de la ley citada, esto es, aplicando la tasa general del 

16%, ya que se ubica en la hipótesis de causación del artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), 

último párrafo, de la legislación indicada, lo que determina el pago del tributo. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 

y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 25 de junio de 2018. 

Mayoría de cuatro votos de los Magistrados Enrique Rodríguez Olmedo, Hugo Gómez 

Ávila, Jorge Héctor Cortés Ortiz y Moisés Muñoz Padilla. Disidentes: Lucila Castelán 

Rueda, René Olvera Gamboa y Mario Alberto Domínguez Trejo. Ponente: Moisés Muñoz 

Padilla. Secretario: Rafael Alejandro Tapia Sánchez.  

Criterios contendientes:  



El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver el amparo directo 677/2016, y el diverso sustentado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo 

directo 679/2016.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 2/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 2/2018. 

Votos  

42963 

42964 

42965 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 01 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 

 

El precepto citado, al prever que no se pagará el impuesto al valor agregado por la prestación 

de los servicios de transporte público terrestre de personas exclusivamente en áreas urbanas, 

suburbanas o zonas metropolitanas, no viola el principio de legalidad tributaria contenido en 

el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aun 

cuando no defina qué debe entenderse por áreas urbanas, suburbanas o zonas metropolitanas, 

pues estas locuciones son suficientes para conocer a qué tipo de servicios públicos terrestres 

de pasajeros se refiere la norma controvertida, a fin de establecer quiénes se encuentran 

comprendidos como sujetos obligados al impuesto y cuál es el objeto gravado. Lo anterior es 

así, en virtud de que el legislador, al acudir a aquellos vocablos de uso común en el sector 

del transporte terrestre de personas, en atención al significado gramatical de esas palabras y 

en el contexto en el que se emplean, permite a los gobernados entender con precisión que se 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28088&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42963&Clase=VotosDetalleBL
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42964&Clase=VotosDetalleBL
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42965&Clase=VotosDetalleBL


considerarán exentos del pago del impuesto al valor agregado los sujetos dedicados al 

transporte público terrestre de personas, que se preste exclusivamente en las ciudades, áreas 

aledañas a éstas o en los conjuntos urbanos formados por una ciudad y sus áreas próximas. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 1016/2017. Transporturist, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Adrián González 

Utusástegui y Alma Delia Virto Aguilar.  

Amparo en revisión 130/2018. Transportes Discovery, S.A. de C.V. 25 de abril de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 

Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 

Ministro José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: 

Adrián González Utusástegui y Alma Delia Virto Aguilar.  

Amparo en revisión 655/2017. Autotransportes Adventur, S.A. de C.V. 2 de mayo de 2018. 

Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián González 

Utusástegui. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SISTEMA IMSS DESDE SU EMPRESA (IDSE). SÍ EMITE UN ACUSE DE RECIBO. 

 

El Instituto Mexicano del Seguro Social implementó el Sistema IMSS desde su Empresa 

(IDSE), para que los reingresos, modificaciones de salario y bajas de los trabajadores puedan 

ser reportados directamente a dicho organismo desde la computadora de la empresa, vía 

Internet. El propósito de ese mecanismo es la simplificación del procedimiento de 

presentación y trámite de movimientos afiliatorios, con procesos totalmente automatizados 

que permitan mantener actualizadas las bases de datos. Así, el envío de la información de 



movimientos afiliatorios puede realizarse desde el sistema IDSE, una vez que la empresa se 

inscribe para utilizar este servicio, los 365 días del año, a cualquier hora, y la fecha y hora de 

transmisión son registradas y consideradas para efectos del proceso y cumplimiento de los 

plazos legales; una vez enviada la información se genera inmediatamente un acuse de recibo 

con las cifras de los movimientos enviados; posteriormente, el instituto obtendrá la 

información del buzón y la confrontará con la base de datos, lo cual conlleva el rechazo de 

aquellos registros mal estructurados o que no sean lógicos; la información correcta se 

procesará a más tardar el día hábil inmediato siguiente al de su recepción, salvo casos 

oficiales de interrupción del proceso, suspensión oficial de labores, procedimientos de 

emergencia o errores imputables al patrón. Posteriormente, se realizará la actualización de 

los movimientos afiliatorios solicitados y transmitidos por la empresa y se efectuará su 

depósito en el buzón de Tramitanet, a más tardar en 48 horas, salvo los casos mencionados; 

Tramitanet pondrá a disposición de los patrones en la misma página, en su menú acuses, el 

reporte que contiene los movimientos operados y rechazados, el mismo día en que lo reciba. 

Por tanto, el sistema IDSE sí emite un acuse de recibo una vez enviada la información 

correspondiente al trámite que se desee realizar, lo que tiene su razón de ser en la normativa 

en materia de seguridad social, que brinda a los patrones y demás sujetos obligados la opción 

de utilizar medios magnéticos, digitales, electrónicos, ópticos, magneto ópticos o de 

cualquier otra naturaleza para cumplir con sus obligaciones, con la exigencia de entregarles 

la constancia del trámite realizado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 566/2017. Grapas Mexicanas, S.A. de C.V. 28 de junio de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

Tesis: I.4o.A.126 

A (10a.)  
Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  

2018000        32 

de 64  

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito  

Publicación: viernes 28 de 

septiembre de 2018 10:37 h  
 Tesis Aislada 

(Administrativa)  

 

LAVADO O BLANQUEO DE CAPITALES. SU CONCEPTO. 

 

El lavado de capitales, también conocido como blanqueo de dinero, de activos u operaciones 

con recursos de procedencia ilícita, es el conjunto de mecanismos, prácticas o procedimientos 

orientados a dar apariencia de legitimidad o legalidad a bienes o activos de origen ilícito. 



Como lo señala la doctrina en general, es la acción de encubrir el origen ilícito del producto 

de actividades ilegales, como el tráfico de drogas, armas, terrorismo, etcétera, para aparentar 

que proviene de actividades lícitas y pueda incorporarse y circular por el sistema económico 

legal. Sobre este aspecto, el Grupo de Acción Financiera Internacional –GAFI– define el 

blanqueo de capitales como la conversión o transferencia de propiedad, a sabiendas de que 

deriva de un delito, con el propósito de esconder o disfrazar su procedencia ilegal o ayudar a 

cualquier persona involucrada en la comisión del delito a evadir las consecuencias legales de 

su acción. Esto es, involucra la ubicación de fondos en el sistema financiero, la estructuración 

de transacciones para disfrazar el origen, propiedad y ubicación de los fondos y su posterior 

integración a la sociedad en forma de bienes que tienen la apariencia de legítimos. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 510/2017. Directora de Procesos Legales "B" de la Dirección General 

de Procesos Legales de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en representación del titular de la Unidad de Inteligencia Financiera y del 

Director General de Procesos Legales. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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LAVADO O BLANQUEO DE CAPITALES. ALCANCES DE LAS MEDIDAS QUE SE 

ADOPTEN AL RESPECTO (RECOMENDACIÓN 4 DEL GRUPO DE ACCIÓN 

FINANCIERA INTERNACIONAL –GAFI–). 

 

Las actividades ilícitas –principales, accesorias o complementarias– que se vinculan con el 

lavado de capitales y el uso inadecuado del sistema financiero, son de carácter complejo, 

innovativas en cuanto al despliegue de modalidades en su comisión, con participación plural 

de agentes que se encadenan con propósitos coincidentes que, vistas en aislado, pueden 

disfrazar o ser confusas respecto al objetivo final pretendido. Así, las directrices y 

convenciones internacionales, así como las medidas legislativas implementadas por los 

diversos países, hacen acopio de sanciones de diversa naturaleza, penal y administrativa, así 

como de medidas cautelares y de aseguramiento para prevenir, mitigar, disuadir, reprimir y 



evitar la consumación de esas prácticas o perpetración de los resultados u objetivos 

pretendidos. En este sentido, la Recomendación 4 del Grupo de Acción Financiera 

Internacional –GAFI– señala, en esencia, que los países deben adoptar medidas similares a 

las establecidas en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 

Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas –Convención de Viena–, la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Transnacional Organizada –Convención de 

Palermo– y el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 

así como acciones legislativas que permitan a sus autoridades competentes congelar o 

incautar y decomisar lo siguiente: (a) bienes lavados; (b) producto de, o instrumentos 

utilizados o destinados al uso en delitos de lavado de activos u otros relacionados; (c) bienes 

que son el producto, fueron utilizados o que se pretendía disponer o asignar para ser utilizados 

en el financiamiento del terrorismo, actos terroristas u organizaciones terroristas; o, (d) 

bienes de valor o efecto equivalente –sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe–. 

Además, estas medidas deben incluir la autoridad para: (a) identificar, rastrear y evaluar 

bienes que están sujetos a decomiso; (b) ejecutar medidas provisionales, como congelamiento 

y embargo, para prevenir manejos, transferencias o disposición de dichos bienes; (c) adoptar 

medidas que impidan o anulen acciones que perjudiquen la capacidad del Estado para 

congelar o embargar o recuperar los bienes sujetos a decomiso; y, (d) tomar las medidas de 

investigación apropiadas. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 510/2017. Directora de Procesos Legales "B" de la Dirección General 

de Procesos Legales de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en representación del titular de la Unidad de Inteligencia Financiera y del 

Director General de Procesos Legales. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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LAVADO O BLANQUEO DE CAPITALES. LAS MEDIDAS CONTENIDAS EN EL 

ARTÍCULO 115, PÁRRAFO NOVENO, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 

CRÉDITO Y EN LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL A QUE SE 

REFIERE ESE PRECEPTO, PARA PREVENIR Y DETECTAR ACTOS, OMISIONES U 



OPERACIONES QUE PUDIERAN CONSTITUIR DICHA ACTIVIDAD, LES SON 

APLICABLES A LAS PERSONAS MORALES QUE NO SE ENCUENTRAN EN LA 

LISTA DE PERSONAS BLOQUEADAS, SI LO ESTÁN LAS PERSONAS FÍSICAS 

QUE ACTÚAN COMO FIRMANTES Y AUTORIZADOS EN LAS CUENTAS 

BANCARIAS DE AQUÉLLAS. 

 

Si una persona moral no se encuentra en la Lista de personas bloqueadas, prevista en el 

artículo 115, párrafo noveno, de la Ley de Instituciones de Crédito y en las Disposiciones de 

carácter general a que se refiere ese precepto, pero diversas personas físicas que actúan como 

firmantes y autorizados en las cuentas bancarias de aquélla sí lo están, con aparentes 

facultades y atribuciones para disponer de activos y recursos patrimoniales, a esa persona 

moral le son aplicables las medidas contenidas en la normativa señalada, a fin de prevenir y 

detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran constituir lavado o blanqueo de 

capitales, pues actúa como instrumento de intermediación entre el usuario –persona física– y 

la entidad financiera. Esto es así, ya que las personas morales son ficciones jurídicas cuyos 

actos los despliegan personas físicas que actúan en su nombre, atento a lo cual, debe 

entenderse que si éstas aparecen en la lista indicada, emitida por la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, el bloqueo debe alcanzar o hacerse extensivo a aquéllas, como eventuales y 

potenciales intermediarias. Lo anterior, porque las personas morales son centros de 

imputación jurídica, por lo que pueden ser el instrumento de acción de socios, dueños, 

directivos, etcétera; de ahí que la legislación entiende que la medida va dirigida tanto a 

clientes –rol que desplegaría la persona moral–, como a usuarios –en el caso, las personas 

físicas–, incluido cualquier tercero que actúe en nombre o por cuenta de esos clientes. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 510/2017. Directora de Procesos Legales "B" de la Dirección General 

de Procesos Legales de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en representación del titular de la Unidad de Inteligencia Financiera y del 

Director General de Procesos Legales. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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LAVADO O BLANQUEO DE CAPITALES. ETAPAS EN QUE SE DESARROLLA. 

 

El lavado o blanqueo de capitales se desarrolla como un proceso con etapas paulatinas 

consistentes en: i) Colocación: Es la disposición física del dinero en efectivo proveniente de 

actividades delictivas; se le conoce también como introducción o ubicación y, durante esta 

fase inicial, el lavador de dinero introduce sus fondos ilegales en el sistema financiero y otros 

negocios, tanto nacionales como internacionales, o los mezcla con recursos de origen lícito. 

ii) Enmascaramiento: Consiste en separar fondos ilícitos de su fuente mediante una serie de 

transacciones financieras sofisticadas, cuyo fin es desdibujar la transacción original; esta 

etapa, conocida también como ocultamiento, estratificación o diversificación, supone la 

conversión de los fondos procedentes de actividades ilícitas a otra forma, creando esquemas 

complejos de transacciones financieras para disimular el rastro documentado, la fuente y la 

propiedad de los fondos. iii) Integración: Esta etapa, conocida también como reintroducción, 

es en la que pretende darse la apariencia legítima a riqueza ilícita, mediante el reingreso de 

los fondos lavados en la economía, con transacciones comerciales o personales que simulan 

ser normales. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 510/2017. Directora de Procesos Legales "B" de la Dirección General 

de Procesos Legales de la Unidad de Inteligencia Financiera de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en representación del titular de la Unidad de Inteligencia Financiera y del 

Director General de Procesos Legales. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de septiembre de 2018 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 

DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 



FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) QUE PREVÉ UN ESTÍMULO 

FISCAL, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Si bien es cierto que en la exposición de motivos del Ejecutivo Federal se consideró que el 

monto de los ingresos para ser beneficiario del estímulo citado fue de hasta $50'000,000.00 

(cincuenta millones de pesos 00/100 M.N.), y que fue la Cámara de Diputados la que 

modificó el monto de los ingresos de hasta $100'000,000.00 (cien millones de pesos 00/100 

M.N.), al emitir el dictamen correspondiente, lo cual fue apoyado por la Cámara de 

Senadores, también lo es que el legislador fue explícito en aumentar el monto de los ingresos 

de los beneficiarios del estímulo fiscal en los montos referidos, con la finalidad de no dejar 

en una situación de desventaja a las micro, pequeñas y medianas empresas, y que 

aprovecharan el beneficio de la deducción inmediata de las inversiones que se realicen y con 

ello mejorar su productividad. En consecuencia, con esa medida se amplió el radio de acción 

del beneficio fiscal analizado, lo que constituye un elemento para mejorar la competitividad 

de la mayor parte de la estructura productiva del país, por ejemplo, en el ámbito crediticio. 

De esa forma, en el proceso legislativo del precepto impugnado, sí se justificó el porqué 

otorgar un estímulo fiscal a los contribuyentes del impuesto sobre la renta que hubieran 

obtenido en el ejercicio inmediato anterior hasta $100'000,000.00 (cien millones de pesos 

00/100 M.N.), pues el legislador tomó en consideración los criterios de clasificación de la 

Secretaría de Economía y los censos económicos del Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía, para establecer quiénes serían los beneficiarios de la medida fiscal; de ahí que no 

existe ausencia total de motivación del artículo aludido ni se modificó el monto de los 

ingresos de manera gratuita y arbitraria, por lo que éste no transgrede el principio de 

seguridad jurídica. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 952/2017. Inmobiliaria Trento, S.A. de C.V. 10 de enero de 2018. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

Tesis: 2a. 

XCII/2018 (10a.)  
Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  

2018084        22 

de 74  

Segunda Sala  
Publicación: viernes 05 de octubre 

de 2018 10:15 h  
 Tesis Aislada 

(Constitucional)  

 



RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 

DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) QUE PREVÉ UN ESTÍMULO 

FISCAL, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 

TRIBUTARIA. 

 

La disposición señalada no transgrede el principio citado, contenido en el artículo 31, 

fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al medir la 

verdadera capacidad contributiva, pues la razón de que el estímulo fiscal se otorgue a los 

contribuyentes que tengan ingresos propios en el ejercicio inmediato anterior de hasta 

$100'000,000.00 (cien millones de pesos 00/100 M.N.), reside en que son los ingresos 

acumulables precisamente los que se gravan como objeto por parte del impuesto sobre la 

renta, lo cual guarda relación con los elementos o medios que tiene el legislador a su alcance 

para medir la capacidad contributiva en el impuesto citado. En la jurisprudencia de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver asuntos relativos al impuesto referido, se 

ha establecido que el principio de proporcionalidad tributaria consiste en que cada causante 

contribuya a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, aportando 

una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos, y añade que ese 

objetivo se cumple fijando tasas progresivas. Sin embargo, tratándose de tributos distintos 

no puede regir el mismo criterio para establecer su proporcionalidad, porque este principio 

debe determinarse analizando la naturaleza y características especiales de cada tributo. Así, 

el estímulo fiscal atiende a los ingresos propios del ejercicio inmediato anterior de hasta 

$100'000,000.00 (cien millones de pesos 00/100 M.N.), que hayan obtenido los 

contribuyentes, ingresos propios que deben entenderse como ingresos acumulables, toda vez 

que ése es el objeto del impuesto sobre la renta, y es justamente dicho objeto el que permite 

medir la verdadera capacidad contributiva. Por tal motivo, es inexacto que toda la mecánica 

del impuesto sobre la renta se convierta en desproporcional respecto a la capacidad 

contributiva, en relación con los contribuyentes que son beneficiarios del estímulo fiscal.  

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 952/2017. Inmobiliaria Trento, S.A. de C.V. 10 de enero de 2018. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 1316/2017. Procesadora Tecnológica de Polímeros, S.A. de C.V. 22 de 

marzo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 

Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 

Jiménez Jiménez. 
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PAGO DEL CRÉDITO FISCAL CUYA RESOLUCIÓN DETERMINANTE SE 

IMPUGNA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

CUANDO EL ACTOR AFIRMA HABERLO REALIZADO Y OFRECE LOS 

COMPROBANTES RESPECTIVOS, AUN CUANDO LA AUTORIDAD AL 

CONTESTAR LA DEMANDA EXPRESE QUE LO HIZO EXTEMPORÁNEAMENTE, 

LA SALA DEL CONOCIMIENTO PUEDE TOMARLO EN CUENTA AL RESOLVER 

LA CONTROVERSIA. 

 

El pago es una forma de extinguir las obligaciones de dar, hacer o no hacer, adquiridas 

previamente y, para que sea válido, se requiere la satisfacción de requisitos subjetivos y 

objetivos; de entre los últimos destaca el cumplimiento voluntario por parte del deudor que 

satisfaga efectiva y exactamente la pretensión del acreedor. En estas condiciones, cuando el 

actor en el juicio contencioso administrativo federal afirma haber pagado el crédito fiscal 

cuya resolución determinante impugna y, para acreditarlo, ofrece los documentos que así lo 

demuestran, aun cuando la autoridad al contestar la demanda exprese que el pago se efectuó 

extemporáneamente, por haberse realizado en fecha posterior a aquella en la que el 

promovente tuvo conocimiento del crédito cuya nulidad pretende; dicha circunstancia no 

impide que la Sala del conocimiento lo tome en cuenta al resolver la controversia, máxime 

si esos elementos probatorios se hicieron valer ante la autoridad demandada, al agotarse el 

recurso en sede administrativa, por lo que, al estar glosados en los autos, se encuentran al 

alcance de aquélla para su valoración. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 685/2017. 25 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Marco 

Antonio Bello Sánchez. Secretaria: Elia Adriana Bazán Castañeda. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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EXENCIÓN Y NO SUJECIÓN TRIBUTARIAS. SUS DIFERENCIAS. 

 

La exención que se ha entendido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como una 

excepción a la regla general de causación del tributo, requiere de dos normas, la que establece 

el hecho imponible, es decir, el impuesto, y la que dispone, por alguna razón, que no obstante 

que se actualice este hecho no debe pagarse el tributo, esto es, la que exenta del mismo; por 

lo general se manifiesta de forma positiva y libera de la obligación material de pago, pero en 

algunos casos subsisten otro tipo de deberes formales, por ejemplo, los informativos. En 

cambio, la no sujeción, no causación o no objeto se ha concebido como un aspecto o materia 

que no está inmersa en el hecho imponible, sino que se sitúa fuera de éste, por lo que no debe 

pagarse la contribución; por regla general, no requiere de una norma que la establezca, 

aunque existe la posibilidad de que ello sea así por razones de la materia gravable, esto es, la 

no sujeción se expresa, a menudo, de manera negativa; finalmente, no implica el 

cumplimiento de obligación material o formal alguna. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de 

octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 

Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 

Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. 

Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 

votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 

Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 

de enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 

Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 380/2018. Vicente de Jesús Peña Covarrubias. 4 de julio de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 



Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González 

Varas.  

Amparo directo en revisión 193/2017. Lan Perú, S.A. 22 de agosto de 2018. Mayoría de 

cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna 

Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Tesis de jurisprudencia 104/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de octubre de 2018 a las 10:15 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 08 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. SU ANÁLISIS A PARTIR DE LA TEORÍA DE 

LOS DERECHOS ADQUIRIDOS, A EFECTO DE DETERMINAR LA 

IRRETROACTIVIDAD DE LAS MODIFICACIONES DEL PLAZO PARA SU 

CONFIGURACIÓN. 

 

Entre las teorías expuestas en la jurisprudencia, para definir el paso de una ley a otra y, por 

tanto, la ley que debe regir los actos o los hechos jurídicos, se encuentra la de los derechos 

adquiridos, conforme a la cual debe verificarse si la nueva normatividad afecta un bien, una 

facultad o un provecho introducido al patrimonio de una persona o, inclusive, causa 

detrimento a situaciones jurídicas concretas o situaciones jurídicas constituidas en favor de 

los gobernados, al amparo de una norma anterior; o bien si constituye una mera expectativa 

de derecho, donde sólo existe una esperanza para que se realice una situación jurídica 

concreta que aún no forma parte del patrimonio. Así, conforme a la teoría citada, debe 

indicarse que aunque a la fecha en que se materializa el supuesto generador de la caducidad 

fiscal, si el legislador amplía el plazo relativo, se sigue que en aplicación de la teoría de los 

derechos adquiridos, debe considerarse materializado el hecho adquisitivo del derecho, como 

una situación jurídica concreta o una situación jurídica constituida a su favor, que va más allá 

de una mera expectativa, como sería el pretender que se actualice la figura de caducidad 

cuando aún no se ha incurrido en el supuesto que la genera. De ahí que el plazo aplicable al 

supuesto normativo previsto para que se configure la caducidad fiscal, corresponde al vigente 

a la fecha en que se incurre en la omisión de declarar o enterar un tributo. 



 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 5/2018. Entre la sustentada por el Vigésimo Tribunal Colegiado y el 

Primer Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 19 de 

junio de 2018. Mayoría de once votos de los Magistrados Miguel de Jesús Alvarado 

Esquivel, Guillermo Arturo Medel García, Marco Antonio Bello Sánchez, Salvador 

González Baltierra, Francisco García Sandoval, María Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge 

Arturo Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Gaspar Paulín Carmona, Carlos 

Alfredo Soto y Villaseñor y José Eduardo Alvarado Ramírez. Disidentes: Carlos Ronzon 

Sevilla, Rolando González Licona, María Guadalupe Saucedo Zavala, Marco Antonio 

Cepeda Anaya, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán Eduardo Baltazar Robles, 

Armando Cruz Espinosa, Guadalupe Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José 

Antonio García Guillén. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Ángel García 

Cotonieto.  

Tesis y criterios contendientes:  

Tesis I.1o.A.152 A (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. 

EL PLAZO DE CINCO AÑOS PARA QUE SE ACTUALICE NO ES UN DERECHO 

ADQUIRIDO, SINO UNA EXPECTATIVA DE DERECHO (LEGISLACIÓN DEL 

DISTRITO FEDERAL –ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO– VIGENTE A 

PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014).". Aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2873, 

y  

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver los amparos directos 361/2017, 308/2017 y 309/2017.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 5/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 5/2018. 

Votos  

42979 

42980 

42981 

42982 

42983 
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42984 

42985 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 22 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. SU ANÁLISIS A PARTIR DE LA TEORÍA DE 

LOS COMPONENTES DE LA NORMA, A EFECTO DE DETERMINAR LA 

IRRETROACTIVIDAD DE LAS MODIFICACIONES DEL PLAZO PARA SU 

CONFIGURACIÓN. 

 

Entre las teorías expuestas en la jurisprudencia, para definir el paso de una ley a otra y, por 

tanto, la ley que debe regir los actos o los hechos jurídicos, se encuentra la de los 

componentes de la norma, conforme a la cual debe verificarse el momento en que se 

actualizan el o los supuestos que conforman la hipótesis normativa y su consecuencia, a 

efecto de determinar la normatividad que les resulta aplicable. Así, conforme a la teoría 

citada, debe indicarse que la institución de la caducidad fiscal, con independencia de la 

legislación que la regule, se encuentra conformada por un supuesto generador –entre los que 

se encuentra la omisión de presentar declaración y enterar determinado tributo– y su 

consecuencia inherente es la extinción de las facultades de la autoridad exactora; por lo que 

el plazo establecido en la hipótesis legal, constituye una mera condición de efectividad a 

través de la cual el legislador difirió la actualización de la consecuencia legal. De ahí que el 

plazo aplicable al supuesto normativo previsto para la caducidad fiscal, corresponde al 

vigente a la fecha en que se incurre en los presupuestos base para que corra el plazo para que 

se configure. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 5/2018. Entre la sustentada por el Vigésimo Tribunal Colegiado y el 

Primer Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 19 de 

junio de 2018. Mayoría de once votos de los Magistrados Miguel de Jesús Alvarado 

Esquivel, Guillermo Arturo Medel García, Marco Antonio Bello Sánchez, Salvador 

González Baltierra, Francisco García Sandoval, María Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge 

Arturo Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Gaspar Paulín Carmona, Carlos 

Alfredo Soto y Villaseñor y José Eduardo Alvarado Ramírez. Disidentes: Carlos Ronzon 

Sevilla, Rolando González Licona, María Guadalupe Saucedo Zavala, Marco Antonio 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42984&Clase=VotosDetalleBL
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Cepeda Anaya, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán Eduardo Baltazar Robles, 

Armando Cruz Espinosa, Guadalupe Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José 

Antonio García Guillén. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Ángel García 

Cotonieto.  

Tesis y criterios contendientes:  

Tesis I.1o.A.152 A (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. 

EL PLAZO DE CINCO AÑOS PARA QUE SE ACTUALICE NO ES UN DERECHO 

ADQUIRIDO, SINO UNA EXPECTATIVA DE DERECHO (LEGISLACIÓN DEL 

DISTRITO FEDERAL –ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO– VIGENTE A 

PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014).". Aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2873, 

y  

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver los amparos directos 361/2017, 308/2017 y 309/2017.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 5/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 5/2018. 

Votos  

42979 

42980 

42981 

42982 

42983 

42984 

42985 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 22 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. EL PLAZO DE 5 AÑOS PREVISTO EN EL 

CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL –ACTUALMENTE CIUDAD DE 

MÉXICO– VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, ES APLICABLE A 

LAS SOLICITUDES DE SU DECLARACIÓN PRESENTADAS CON 

POSTERIORIDAD A ESA FECHA, RESPECTO DE LAS OBLIGACIONES 

GENERADAS Y OMITIDAS DURANTE SU VIGENCIA. 

 

Conforme a la teoría de los componentes de la norma y la teoría de los derechos adquiridos, 

jurisprudencialmente reconocidas como válidas para determinar la violación al principio de 

irretroactividad de ley reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; debe considerarse que la omisión de declarar y enterar una contribución 

constituye el hecho adquisitivo y supuesto generador del derecho a que, una vez colmada la 

condición de efectividad relativa al plazo previsto por el legislador, se materialice la 

consecuencia inherente a que se declare la caducidad de las facultades de la autoridad 

hacendaria. De ahí que, la caducidad de las obligaciones generadas y omitidas al amparo del 

Código Fiscal del Distrito Federal –ahora Ciudad de México– de la legislación vigente hasta 

el 31 de diciembre de 2013, se rige por el plazo de 5 años ahí establecido, y no así por el 

diverso de 10 años, que rige a las solicitudes de su declaración presentadas con posterioridad 

a esa fecha. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 5/2018. Entre la sustentada por el Vigésimo Tribunal Colegiado y el 

Primer Tribunal Colegiado, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 19 de 

junio de 2018. Mayoría de once votos de los Magistrados Miguel de Jesús Alvarado 

Esquivel, Guillermo Arturo Medel García, Marco Antonio Bello Sánchez, Salvador 

González Baltierra, Francisco García Sandoval, María Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge 

Arturo Camero Ocampo, Urbano Martínez Hernández, Gaspar Paulín Carmona, Carlos 

Alfredo Soto y Villaseñor y José Eduardo Alvarado Ramírez. Disidentes: Carlos Ronzon 

Sevilla, Rolando González Licona, María Guadalupe Saucedo Zavala, Marco Antonio 

Cepeda Anaya, María Guadalupe Molina Covarrubias, Germán Eduardo Baltazar Robles, 

Armando Cruz Espinosa, Guadalupe Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José 

Antonio García Guillén. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. Secretario: Ángel García 

Cotonieto.  

Tesis y criterios contendientes:  

Tesis I.1o.A.152 A (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. 

EL PLAZO DE CINCO AÑOS PARA QUE SE ACTUALICE NO ES UN DERECHO 

ADQUIRIDO, SINO UNA EXPECTATIVA DE DERECHO (LEGISLACIÓN DEL 

DISTRITO FEDERAL –ACTUALMENTE CIUDAD DE MÉXICO– VIGENTE A 



PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014).". Aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 9 de junio de 2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2873, 

y  

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, al resolver los amparos directos 361/2017, 308/2017 y 309/2017.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 5/2018, resuelta por el 

Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 5/2018. 

Votos  

42979 

42980 

42981 

42982 

42983 

42984 

42985 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 22 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS 

COMETIDAS POR EL TRABAJADOR. SU INCOMPARECENCIA EN EL 

PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO POR EL PATRÓN, NO GENERA LA 

PRESUNCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS, QUE 

HAGA INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN SEDE JUDICIAL. 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28124&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=42979&Clase=VotosDetalleBL
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De la jurisprudencia de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 181-186, 

Quinta Parte, enero a junio de 1984, página 67, de rubro: "ACTAS ADMINISTRATIVAS, 

EN INVESTIGACIÓN DE FALTAS DE LOS TRABAJADORES. DEBEN SER 

RATIFICADAS.", se advierte que las actas administrativas levantadas en la investigación 

por las faltas cometidas por los trabajadores, para que adquieran pleno valor probatorio deben 

ser ratificadas ante el órgano jurisdiccional por quienes las suscriben para dar oportunidad a 

la contraparte de repreguntar a sus firmantes y desvirtuar los hechos contenidos en ellas, aun 

cuando éstas no hayan sido objetadas; lo anterior, salvo que el trabajador acepte plena y 

expresamente su responsabilidad, ya sea en el acta administrativa o en cualquier actuación 

dentro del procedimiento de investigación o, incluso, en la demanda laboral, siempre que de 

dicha manifestación se colija que admite la falta cometida respecto de los hechos que se le 

atribuyen como causal de separación del trabajo; de ahí que si el trabajador no comparece en 

el procedimiento llevado a cabo por el patrón, concretamente, a la celebración del acta 

administrativa relativa, no puede generarse en su perjuicio la presunción de que cometió la 

conducta que se le atribuye, de forma que sea innecesario ratificarla por sus signantes ante el 

órgano jurisdiccional; en primer lugar, porque la Ley Federal del Trabajo no prevé una 

consecuencia de este tipo cuando aquél no se presenta al procedimiento que el patrón 

desarrolla para determinar si rescinde o no la relación laboral; y, en segundo, porque dicha 

investigación únicamente tiene por objeto dar oportunidad al trabajador de defenderse de las 

faltas que se le atribuyen, esto es, evitar que sea privado de su empleo sin que se sustancie 

una investigación en la que pueda defenderse. Por tanto, la consecuencia de que el trabajador 

no comparezca a aquélla, sólo puede ocasionar que se le tenga por perdida su oportunidad 

para defenderse, para alegar y ofrecer pruebas ante el patrón para desvirtuar la conducta que 

se le imputa; pero no puede generar una presunción que haga innecesaria la ratificación del 

acta administrativa correspondiente; de ahí que solamente podrá eximirse al patrón de 

perfeccionar el acta administrativa cuando el trabajador admita plena y expresamente su 

responsabilidad dentro de dicho procedimiento, o en el propio juicio laboral, de conformidad 

con el artículo 794 de la Ley Federal del Trabajo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 579/2017. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 

Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez.  

Amparo directo 544/2017. 21 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

 


